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S E N T E N C I A  N  º   221/2019  

En Gandía, a 19 de noviembre de 2019

Vistos  por  mí,     ,  Magsitrada-Juez
Titular del Juzgado de Primera Instancia nº 3 de los de Gandía y su
partido, los autos de Juicio Ordinario, registrados con el número
de  procedimiento  327/19  seguidos  a  instancia  de   

   representado por el Procurador Sr ,
contra TTI FINANCE SARL representada por el Procurador Sra. 

,  y

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-  El  Procurador  Sra.  ,  en  la  representación
antedicha, presentó demanda de Juicio Ordinario que fue turnada a
este Juzgado, dirigida contra la parte demandada antedicha, y en
la que, tras alegar los hechos y fundamentos de derecho que estimó
de aplicación, acababa suplicando la estimación de la pretensión
ejercitada

SEGUNDO.-  Por  medio  de  Decreto  se  admitió  a  trámite  la
demanda  ordenando  su  traslado  a  la  parte  demandada  y  su
emplazamiento para que se personase en legal forma y la contestara
en  el  plazo  de  veinte  días,  todo  ello  con  las  advertencias  y
prevenciones legales oportunas. 

TERCERO.- La parte demandada  se personó y  contestó en plazo



a la demanda, 

Se convocó a las partes para la celebración de la Audiencia
Previa, señalando a tal efecto el día y hora.

 CUARTO.- Llegado que fue el día señalado para la Audiencia
Previa del presente Juicio, compareció a la misma la parte actora,
a la que se dio la palabra para la delimitación de los términos del
debate,  tras  lo  cual,  y  existiendo  hechos  controvertidos,  se
recibió  el  pleito  a  prueba,  proponiéndose  testifical,  más
documental, documental por reproducida, siendo admitido, quedando
los autos conclusos al renunciar la parte actora a la testifical
que se admitió en su día, y a la espera del dictado de la presente
resolución con arreglo a los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La parte actora del presente procedimiento solicita
en el suplico de su demanda DECLARE: 

A) LA NULIDAD DEL CONTRATO REFERIDO POR USURA. 
a.  SUBSIDIARIAMENTE  A  LA  ANTERIOR,  NULIDAD  POR  FALTA  DE

TRANSPARENCIA  Y/O  ABUSIVIDAD  DE  CLÁUSULA  DE  FIJACIÓN  DE  INTERÉS
REMUNERATORIO Y COMPOSICIÓN DE PAGOS DEL CONTRATO. 

B)  NULIDAD  POR  ABUSIVIDAD  DE  LA  CLÁUSULA  DE  VARIACIÓN
UNILATERAL DE CONDICIONES DEL CONTRATO y de COMISIÓN DE IMPAGO. 

Y CONDENE A LA DEMANDADA A: 
1)  LA  RESTITUCIÓN  DE  LOS  EFECTOS  DIMANANTES  DEL  CONTRATO

DECLARADO NULO O DE LAS CLÁUSULAS CUYA NULIDAD SEA DECLARADA, CON
DEVOLUCIÓN RECIPROCA DE TALES EFECTOS. 

2) PAGAR LOS INTERESES LEGALES Y PROCESALES. 

3) AL PAGO DE LAS COSTAS PROCESALES. 

En cuanto a la excepción de falta de legitimación pasiva que
opone la demandada alegando que no se le cedió el contrato sino
sólo  el  crédito,  no  habiéndose  subrogado  en  la  posición  de
prestamista,  debe  ser  rechazada  pues  se  da  una  total  falta  de
prueba  respecto  a  dicha  alegación,  no  aportando  el  contrato  de
cesión para comprobar los términos obligacionales en los que se
produjo la misma, prueba que le incumbía ex art. 217 de la LEC,
limitándose a aportar sendos testimonios notariales en relación.
Por otra parte, son de aplicación los argumentos que hizo valer la
Sentencia de la AP de Asturias de 26 de abril de 2019, en la que
asumiendo que existió una cesión de crédito, no de contrato, se



razona: "  La cesión de créditos, ha sido definida por la doctrina,
como el medio para hacerlos circular, sustituyendo al sujeto en el
lado activo de la relación obligatoria, que permanece inalterada en
el  aspecto  pasivo  y  vinculando  a  los  elementos  personales
originarios.  En  los  ordenamientos  actuales  es  admitida  sin
discrepancia la patrimonialidad del crédito y como tal apto para
ser objeto de tráfico jurídico.  

   La cesión de créditos es, atendiendo al Diccionario del
Español Jurídico, la "transmisión de crédito de una persona a otra,
aunque manteniéndose sin variación el contenido de la obligación".
Es, por lo tanto, la transmisión de un derecho de crédito, que es
consecuencia de un negocio jurídico precedente, el cual puede ser:
la compraventa, la permuta, los actos de libertad típicos (legado o
donación), créditos con finalidad solutoria. La cesión del crédito
la  contempla  el         C  ódigo  civil  dentro  del  contrato  de  
compraventa, artículos 1526 y siguientes        aunque ciertamente
no es una verdadera venta sino la cesión que puede tener como causa
la venta u otro negocio jurídico (así,       sentencias de 26 de
septiembre de 2002      y      18 de julio de 2005      ) cuyo
deudor  no  ha  de  consentir  el  negocio  de  cesión  para  que  pueda
llevarse a cabo (      sentencia de 1 de octubre de 2001      ). Su
concepto es la sustitución de la persona del acreedor por otra
respecto al mismo crédito y supone un cambio de acreedor quedando
el nuevo con el mismo derecho del anterior y quedando el antiguo
ajeno a la relación crediticia (      sentencias citadas de 26 de
septiembre de 2002       y       18 de julio de 2005       ).Es
importante, pues, destacar que en la cesión de crédito, el cedente
queda fuera de la relación jurídica obligacional; su derecho de
crédito  ha  pasado  al  cesionario.  Por  ello,  aquél  nada  puede
reclamar,  ya  que  ningún  derecho  tiene,  por  haberlo  cedido"  (
STS 1ª 25/01/2008      ).  

   La       STS, de 18/07/2005       estipula que la
"sustitución de la persona del acreedor por otra respecto al mismo
crédito, es admitida, con carácter general, por el        Art. 1112
C  ódigo Civil          y está regulada, con carácter particular, en
los        Art.1526, C  ódigo Civil y siguientes          del mismo
cuerpo  legal,  como  negocio  jurídico,  sea  o  no  contrato  de
compraventa, y supone un cambio de acreedor quedando el nuevo con
el  mismo  derecho  que  el  anterior,  permaneciendo  incólume  la
relación obligatoria"....  

   En los presentes autos consta y así está acreditado la
Sra. Marí Trini suscribió el ....con la entidad Citibank España
SA ...  

   El contenido del contrato de cesión es la transmisión
del derecho de crédito a un nuevo acreedor que pasa a ocupar en la
obligación  el  lugar  del  primitivo,  permaneciendo  esencialmente
inalterada la situación obligacional.  



   En consecuencia, se ha subrogado en la posición del
primitivo  acreedor  y  en  su  misma  situación  obligacional  que  no
implica extinción sino su traspaso y, en cuanto al contrato de
tarjeta suscrito tanto desde su lado activo como desde el pasivo"  

SEGUNDO.-  En  cuanto  al  fondo,  en  el  presente  caso  nos
encontramos ante un crédito revolving, que es un tipo de crédito
concedido por una entidad financiera a un cliente, que tiene un
carácter rotativo. Su principal característica es que el límite del
crédito “rota”, es decir, se reduce o disminuye al mismo ritmo en
que el cliente lo va utilizando, y aumenta o se restablece a la vez
que el cliente realice los pagos para devolverlo. 

En la Sentencia 55/2017 de la AP de Madrid, Sección 14, de 20
de febrero de 2017 ( ROJ: SAP M 2683/2017 - ECLI:ES:APM:2017:2683)
define  el  crédito  revolving,  también  conocido  como  crédito
rotativo,  como  el  “caracterizado  por  tener  un  límite  capital
prefijado, por tiempo determinado, y renovable, amortizándose por
cuotas fijas, de modo que en función de las disposiciones y abonos
pueda mantenerse constantemente un saldo disponible” 

Se  fija  un  límite  máximo  de  dinero  que  el  acreditado
(cliente) puede utilizar ( vgra. 3.000€ ) en un espacio temporal
( vgra. un año). Durante ese periodo puede realizar el número de
actos de disposición que quiera y por la cuantía que quiera, hasta
ese límite concedido. Tales disposiciones reducen la cantidad del
crédito, y del mismo modo podrá hacer abonos para restablecer el
límite  según  la  cantidad  ingresada,  por  lo  que  constituye  un
crédito  que  se  renueva  de  manera  automática  a  su  vencimiento
mensual. Sobre el capital dispuesto se aplica el tipo de interés
pactado. Adicionalmente, si se producen impagos, la deuda impagada
se capitaliza nuevamente con devengo de intereses, hecho que se ve
agravado  por  el  posible  cargo  de  comisiones  por  reclamación  de
cuota impagada o de posiciones deudoras. 

En cuanto  a la  acción ejercitada  de forma  principal, las
partes están de acuerdo en que, tal y como establece  la STS (Sala
de lo Civil) núm. 628/2015, de 25 de noviembre, a los contratos de
préstamo o crédito denominados «revolving» les resulta aplicable la
Ley de 23 de julio de 1908, en tanto esta norma se aplica a todos
los  contratos  de  préstamo  y  cualesquiera  otras  operaciones  de
crédito  «sustancialmente  equivalentes» al  préstamo,  incluidos
también  los  contratos  de  préstamo  u  operaciones  de  crédito
concertados con consumidores. Dicho lo cual, la primera cuestión
que  se  plantea  es  si,  para  calificar  como  usurario  al  tipo  de
interés fijado en un concreto contrato de préstamo o crédito, es
necesario  que  concurran  la  totalidad  de  los  requisitos  y
circunstancias previstos en el art. 1 de la citada Ley. A este
respecto, el TS se ha pronunciado en el sentido de entender que
únicamente debe verificarse la concurrencia de las circunstancias



de carácter objetivo previstas en dicha norma (interés notablemente
superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado
con  las  circunstancias  del  caso)  y  no,  en  cambio,  de  las  de
carácter subjetivo. En tal caso, las partes no discuten que, tal y
como  expuso  el  TS  en  dicha  sentencia,  el  interés  a  tomar  en
consideración  no  es  el  nominal,  sino  que  es  la  tasa  anual
equivalente, TAE, y que para determinar si el interés pactado, TAE,
es “notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente
desproporcionado  con  las  circunstancias  del  caso”,  las  partes
coinciden en que el «interés normal del dinero» no se refiere al
interés legal del dinero sino que ha de entenderse como el tipo de
interés que se aplica en el mercado de crédito; pero discrepan en
si  para  realizar  ese   juicio  comparativo  debe  acudirse  a  las
estadísticas  del  Banco  de  España  relativas  a  la  categoría  de
crédito al consumo correspondiente a tarjetas revolving o si, en
cambio,  ha  de  estarse  a  los  datos  generales  sobre  crédito  al
consumo

Se alega por la parte actora que  la Sentencia del Tribunal
Supremo núm. 628/2015 - considera notablemente superior al interés
normal del dinero un contrato de crédito revolving con una TAE del
15,9%, y tiene en cuenta para ello el “interés medio ordinario en
las operaciones de crédito al consumo de junio de 2003,  recibo más
antiguo que ha conseguido,  es decir, está al dato general, no el
específico del tipo de operaciones objeto de análisis. 

 Que el tipo de interés remuneratorio pactado es, en estos
casos  y  respecto  de  otras  modalidades  financiación  al  consumo,
elevado,  no  parece  discutible.  Desde  2017,  la  información  del
Boletín Estadístico del Banco de España incluye de forma desglosada
los intereses de los contratos de tarjeta (tarjetas cuyos titulares
han solicitado el pago aplazado y tarjetas revolving), aunque se
publican datos recabados desde 2013. Según esa información la Tasa
Anual Equivalente (“TAE”) de este tipo de contratos de tarjeta se
sitúa en niveles promedio superiores al 20%. Esas estadísticas no
se publicaban con anterioridad. En el Boletín de marzo de 2017 se
incluyó  esa  información  como  novedad,  a  la  vista  de  que  los
contratos de tarjeta tienen características diferentes del resto de
los  contratos  de  crédito  al  consumo,  que  implican  a  su  vez
diferentes  tipos  de  interés  En  concreto,  se  decía  así:  “la
información referida a las tarjetas de crédito (tipos de interés
aplicados  y  volumen  de  nuevas  operaciones)  se  ha  englobado  a



efectos de presentación dentro del segmento del crédito al consumo
, pues se considera que este es su destino fundamental. Esta

agrupación resulta informativa, pues, aunque la finalidad de estos
créditos es la misma, sus diferentes características hacen que los
tipos aplicados a través de tarjetas de crédito (de pago aplazado o
tarjetas revolving) sean claramente distintos de los que se aplican
en los tradicionales créditos al consumo”. Por tanto, en el momento
de  dictarse  la  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  núm.  628/2015  no
existían estadísticas tan precisas como las actualmente disponibles
sobre el tipo de interés medio aplicado en contratos de tarjeta.
Sólo  aparecía  publicado  el  dato  del  interés  medio  aplicado  en
contratos  de  crédito  al  consumo.  Por  eso  se  utilizó  para  la
comparación

Por otra parte, la información del Boletín Estadístico del
Banco  de  España  relativa  a  los  distintos  tipos  de  crédito  al
consumo indica en el apartado b. de su nota al pie de página que,
en  junio  de  2010,  las  tarjetas  de  crédito  con  pago  aplazado
revolving  se  dejaron  de  incluir  en  el  apartado  de  crédito  al
consumo hasta un año. Es por ello que, al dejar de aparecer en esta
modalidad  de  crédito,  los  intereses  aplicados  en  tarjetas  de
crédito revolving no forman parte del tipo medio ponderado de los
créditos  al  consumo,  que  se  calcula  teniendo  en  cuenta  los
intereses de (i) los créditos hasta un año, (ii) los créditos de
más de un año y hasta cinco años, y (iii) los créditos de más de
cinco años. Es decir: las estadísticas generales sobre créditos al
consumo  ya  no  contemplan  los  intereses  medios  de  los  créditos
revolving sino únicamente los datos sobre los intereses del resto
de  las  modalidades  de  crédito  al  consumo.  De  este  modo,  su
utilización como estadística de referencia para valorar el precio
normal  del  dinero  en  el  mercado  de  las  tarjetas  de  crédito  es
claramente inadecuada

Los contratos de tarjeta revolving son, en efecto, una modalidad de
préstamos al consumo. Se trata de una tipología de contratos con
autonomía y sustantividad propias y, por tanto, para dilucidar si
el tipo de interés remuneratorio pactado en un caso concreto es o
no notablemente superior al normal del dinero se ha de acudir a los
datos  estadísticos  sobre  este  tipo  de  contratos,  y  acudiendo  a
ellos resulta que un contrato con una TAE del 15,9 % no constituye
“un interés notablemente superior al normal del dinero” sino que
está  alineado  con  el  promedio  de  los  tipos  fijados  en  estos
contratos de tarjeta, que ya hemos dicho que  se sitúa en niveles
promedio  superiores  al  20%.  En  ello  no  hay  infracción  de  la
doctrina sentada en la Sentencia del Tribunal Supremo núm. 628/2015



, porque, como  dice la Sentencia de la Audiencia Provincial de
Albacete núm. 304/2018, de 25 de septiembre de 2018, no cabe en
ello apreciar que se “vulnere ni el articulado de la Ley de Usura
ni  la  doctrina  jurisprudencial  del  Tribunal  Supremo  asentada
mediante Sentencia núm. 628/2015 de fecha 25 de noviembre de 2015,
pues  la  comparación  a  la  que  alude  el  Tribunal  Supremo  debe
realizarse atendiendo a los tipos de interés establecidos para cada
categoría de instrumentos u operaciones y, en el presente caso,
deberá atenderse a los intereses establecido en el concreto mercado
de tarjetas de crédito y no en el de crédito al consumo de forma
genérica” 

Por  lo  expuesto,  procede  desestimar  la  acción  principal
ejercitada por la parte actora, la nulidad del contrato

TERCERO.- En cuanto a la petición de nulidad por falta de
transparencia  y/o  abusividad  de  cláusula  de  fijación  de  interés
remuneratorio  y  composición  de  pagos  del  contrato,  alegando  la
parte actora que la normativa contractual contenida en el reverso
de  la  solicitud  de  la  tarjeta,  no  supera  el  control  de
incorporación y de transparencia, diremos que procede dar la razón
en este punto a la parte demandada 

En  efecto,  en  el  presente  caso  nos  encontramos  ante  un
contrato de adhesión en el que las cláusulas han sido previamente
redactadas  por  el  empresario  sin  que  el  consumidor  haya  podido
influir  sobre  su  contenido,  no  discutiéndose  la  condición  de
consumidor  del  deudor  Dichas  cláusulas  no  ha  probado  la  parte
demandada que se negociaran individualmente con la parte actora,
por lo que es claro que constituyen una condición general de la
contratación, en tanto están incorporadas como modelo tipo a una
pluralidad de contratos y han sido predispuestas por el empresario,
de  tal  modo  que  el  adherente  no  tiene  otra  posibilidad  que
aceptarlas  o  rechazarlas,  sin  posibilidad  de  negociar  de  forma
singularizada, reuniendo por tanto los requisitos que el artículo 1
apartado  primero  de  la  LCGC  exige  para  que  se  trate  de  una
condición general de contratación. 

 
 La  STS de 25 de enero de 2.019  establece lo siguiente "

Como hemos dicho, entre otras, en la      sentencia 314/2018, de 28
de mayo     , el control de inclusión o de incorporación supone el
cumplimiento por parte del predisponente de una serie de requisitos
para que las condiciones generales queden incorporadas al contrato.
Mediante el control de incorporación se intenta comprobar que la
adhesión  se  ha  realizado  con  unas  mínimas  garantías  de
cognoscibilidad por parte del adherente de las cláusulas que se
integran en el contrato.  

   2.-  La  LCGC  se  refiere  a  la  incorporación  de  las
condiciones  generales  al  contrato  en  los  dos  preceptos  cuya



infracción  denuncia  la  entidad  recurrente:  en  el  art.  5  para
establecer los requisitos de incorporación; y en el art. 7 para
establecer cuándo las condiciones generales no quedan incorporadas
al contrato.  

   Conforme al art. 5, en lo que ahora importa:  

   a) Las condiciones generales pasarán a formar parte del
contrato  cuando  se  acepte  por  el  adherente  su  incorporación  al
mismo y sea firmado por todos los contratantes.  

   b)  Todo  contrato  deberá  hacer  referencia  a  las
condiciones generales incorporadas.  

   c) No podrá entenderse que ha habido aceptación de la
incorporación de las condiciones generales al contrato cuando el
predisponente no haya informado expresamente al adherente acerca de
su existencia y no le haya facilitado un ejemplar de las mismas.  

   d)  La  redacción  de  las  cláusulas  generales  deberá
ajustarse a los criterios de transparencia, claridad, concreción y
sencillez.  

   A su vez, a tenor del art. 7, no quedarán incorporadas
al contrato las condiciones generales que:  

   a) El adherente no haya tenido oportunidad real de
conocer de manera completa al tiempo de la celebración del contrato
o cuando no hayan sido firmadas, si ello fuera necesario conforme
al art. 5.  

   b) Sean ilegibles, ambiguas, oscuras e incomprensibles,
salvo, en cuanto a estas últimas, que hubieren sido expresamente
aceptadas por escrito por el adherente y se ajusten a la normativa
específica que discipline en su ámbito la necesaria transparencia
de las cláusulas contenidas en el contrato.  

   3.- En la práctica, se aplica en primer lugar el filtro
negativo del art. 7 LCGC; y si se supera, es necesario pasar una
segunda criba, ahora positiva, que es la prevista en los arts. 5.5
y 7 de la misma Ley: la redacción de las cláusulas generales deberá
ajustarse a los criterios de transparencia, claridad, concreción y
sencillez, de modo que no quedarán incorporadas al contrato las que
sean ilegibles, ambiguas, oscuras e incomprensibles.  

   El primero de los filtros mencionados, el del art. 7,
consiste, pues, en acreditar que el adherente tuvo ocasión real de
conocer las condiciones generales al tiempo de la celebración del
contrato.  

   El segundo de los filtros del control de incorporación,
previsto  en  los  arts.  5  y  7  LCGC,  hace  referencia  a  la



comprensibilidad gramatical y semántica de la cláusula.  

   En suma, para superar el control de incorporación, debe
tratarse  de  una  cláusula  con  una  redacción  clara,  concreta  y
sencilla, que permita una comprensión gramatical normal y que el
adherente haya tenido oportunidad real de conocer al tiempo de la
celebración del contrato.  

   4.-Pues bien, si nos atenemos a los hechos declarados
probados por la sentencia recurrida, que han de ser respetados en
casación, la cláusula litigiosa no cumple los umbrales a que hemos
hecho  referencia  y,  por  ello,  no  supera  el  control  de
incorporación, porque los adherentes no tuvieron la posibilidad de
conocer siquiera la propia existencia de la cláusula litigiosa en
el momento de prestar su consentimiento contractual.  

   5.- En cuanto a los efectos de la declaración de no
incorporación, que también se discuten en el motivo, se hace el
planteamiento de una manera irregular, puesto que dicha alegación
debería  haberse  articulado  mediante  un  motivo  de  casación
específico.  Ello  sería  suficiente  para  la  desestimación  de  esta
alegación, ya que ni siquiera se citan como infringidos los arts. 9
y 10 LCGC, que son los aplicables.  

   En todo caso, del art. 9.2 y 10.1 LCGC se desprende
inequívocamente que cuando una condición general de la contratación
no supera el control de inclusión, debe declararse su nulidad, con
la  consecuencia  de  que  se  restituyan  sus  efectos  desde  que  se
aplicó, conforme al      art. 1303 CC     .  

   6.- Por las razones expuestas, el recurso de casación
debe ser desestimado  ".

 Expuesta la jurisprudencia anterior, en el presente caso
tenemos que en el reverso del contrato de solicitud de tarjeta
figuran  las  condiciones  generales  del  contrato  y  destaca  el
diminuto tamaño de la letra que hace prácticamente ilegibles dichas
condiciones, sin aumentarlo mecánicamente, para saber cuáles son
las  condiciones  económicas  pactadas  y  las  modificaciones  del
contrato que se reserva la entidad. Por otro lado, las condiciones
generales,  como  hemos  dicho  de  difícil  lectura  por  su  tamaño,
aparecen enmascaradas tras una abrumadora cantidad de información,
quedando así diluidas en la atención de la consumidora, de la que
no puede esperarse razonablemente que agote la lectura del extenso
y  farragoso  documento  y  tome  conciencia  de  sus  verdaderas
contraprestaciones económicas, lo que es significativo, pues en el
anverso del documento no se recoge condición particular alguna del
contrato 

 Las  condiciones  contractuales  en  cuestión  no  superan  el
control  de  incorporación,  por  incumplir  los  criterios  de



transparencia,  claridad,  concreción  y  sencillez  legalmente
exigidos, con la consecuencia jurídica de que tales condiciones se
entiendan  no  incorporadas  al  contrato,  deviniendo  por  tanto
inefectivas, por inexistentes, pues aunque es cierto que el control
de abusividad a través de la medida de la letra fue introducido por
la Ley 3/2014 en el TRLGDCU de 2.007, al margen de lo anterior, el
contrato no cumple con las exigencias de transparencia, claridad,
concreción  y  sencillez  (   art.  10.1  LGDCU   y  5.5  LCGC)  y
legibilidad  (art.  7  LCGC),  por  lo  tanto  la  consecuencia  legal,
conforme al art. 7 de la LCGC, como ya hemos adelantado, es que no
quedarán incorporadas al contrato las condiciones generales que el
adherente  no  haya  tenido  oportunidad  real  de  conocer  de  manera
completa al tiempo de la celebración del contrato ni las que sean
ilegibles.

Lo  expuesto  sobre  la  no  superación  del  control  de
incorporación  y  transparencia  es  aplicable  a   la  cláusula  de
variación unilateral de condiciones del contrato que consta en el
apartado 3.1 del contrato, siendo ilegible por el tamaño de la
letra, además de considerarse nula por abusiva al vulnerar el art.
85 LGDCU que declara abusivas las que vinculan el contrato a la
voluntad del empresario y, en todo caso, las cláusulas que reserven
a favor del empresario facultades de interpretación o modificación
unilateral del contrato, salvo, en este último caso, que concurran
motivos válidos especificados en el contrato, sin que en este caso
conste la exposición en el contrato de motivo alguno justificativo
de  esa  facultad  de  modificación  por  la  entidad  emisora  de  la
tarjeta 

Además, en cuanto a la cláusula de comisión por impago,  que
consta en el apartado 2.7 de las “CONDICIONES ECONOMICAS” , y que
se cuantifica en  15 euros, aparte de no tenerse por incorporada
por lo ya dicho, también debe considerase la misma nula por falta
de reciprocidad, pues no consta que la demandada  haya tenido gasto
alguno motivado por la situación de descubierto o por posiciones
deudoras derivados del contrato de autos, ni que, como consecuencia
de tales circunstancias, haya realizado alguna gestión o servicio.
En  efecto,  el  cobro  de  comisiones  por  operaciones  o  servicios
prestados  por  las  entidades  bancarias  aparece  regulado,  por  un
lado, en el apartado quinto del Capítulo Primero de la Orden del
Ministerio de Economía y Hacienda, de 12 de diciembre de 1989, por
la que se fijan los tipos de interés y comisiones, así como las
normas de actuación, información a clientes de las entidades de
crédito (derogada por la letra a) de la disposición derogatoria
única de la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda 2899/2011,
de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de
servicios  bancarios),  conforme  al  cual:  "...Las  comisiones  por
operaciones  o  servicios  prestados  por  las  Entidades  de  crédito
serán las que éstas fijen libremente. No obstante, las Entidades de
crédito establecerán y harán públicas, previo registro en el Banco



de España, unas tarifas de comisiones y gastos repercutibles con
indicación de los supuestos y, en su caso, periodicidad, con que
serán aplicables, no pudiendo cargar tipos o cantidades superiores
a los contenidos en las mismas o conceptos no mencionados en ellas.
Tales tarifas podrán excluir las comisiones derivadas de servicios
financieros de carácter excepcional o singular, y, en los supuestos
que el Banco de España determine, de aquellos otros en los que
intervenga  apreciablemente  el  riesgo.  En  ningún  caso  podrán
cargarse  comisiones  o  gastos  por  servicios  no  aceptados  o
solicitados  en  firme  por  el  cliente.  Las  comisiones  o  gastos
repercutidos deberán responder a servicios efectivamente prestados
o a gastos habidos...". 

Y, por otro lado, en la Norma Tercera de la Circular del
Banco de España 8/1990, de 7 de septiembre, sobre transparencia de
las operaciones y protección de la clientela, en la que se dispone:
" 1. Todas las Entidades de Crédito establecerán libremente sus
tarifas  de  comisiones,  condiciones  y  gastos  repercutibles  a  la
clientela por las operaciones o servicios realizados o iniciados en
España, sin otras limitaciones que las contenidas en la Orden y en
la  presente  Circular.  Las  tarifas  comprenderán  todas  las
operaciones  o  servicios  que  la  Entidad  realiza  habitualmente.
Podrán  excluirse  de  las  tarifas  las  comisiones  derivadas  de
servicios financieros de carácter excepcional o singular, y las que
puedan  corresponder  a  garantías  crediticias,  a  aseguramiento  de
emisiones  privadas  y  a  servicios  de  factoraje  sin  recurso.  No
obstante, podrán incluirse en las tarifas, con carácter indicativo,
comisiones  para  estos  servicios,  sin  perjuicio  de  que  se  les
aplique en cada caso el tipo pactado.

En  las  tarifas  de  comisiones  y  gastos  repercutibles  se
indicarán los supuestos y, en su caso, periodicidad con que serán
aplicables. No se tarifarán servicios u operaciones no practicados.

2. Las Entidades no podrán cargar cantidades superiores a las
que se deriven de las tarifas, aplicando condiciones más gravosas,
o repercutiendo gastos no previstos. Se exceptúan de esta regla las
comisiones  señaladas  expresamente  como  indicativas,  según  lo
dispuesto en el penúltimo párrafo del apartado precedente...

3. Las comisiones y gastos repercutidos deben responder a
servicios efectivamente prestados o gastos habidos. En ningún caso
podrán cargarse comisiones o gastos por servicios no aceptados o
solicitados en firme por el cliente. Consecuentemente, no podrán
exigirse comisiones de apertura o similares en los descubiertos en
cuenta  corriente  por  valoración,  o  reiterarse  su  aplicación  en
otros  descubiertos  no  pactados  que  se  produzcan  antes  de  la
siguiente liquidación de la cuenta....

4. Las tarifas se recogerán en un folleto que se redactará de
forma clara, concreta y fácilmente comprensible para la clientela,
evitando  la  inclusión  de  conceptos  innecesarios  o  irrelevantes.
Tales  folletos  se  remitirán  por  duplicado,  con  todas  sus  hojas
numeradas y selladas, al Banco de España antes de su aplicación
para que compruebe esos extremos, entendiéndose conformes cuando



transcurra  el  plazo  de  quince  días,  contados  a  partir  de  su
recepción  sin  haber  efectuado  el  Banco  ninguna  manifestación
expresa, objeción o recomendación al respecto. Cuando una operación
o contrato específico pueda dar lugar a la aplicación de comisiones
o  gastos  incluidos  en  más  de  un  epígrafe  del  folleto,  se
establecerá en cada uno de ellos la referencia cruzada con los
restantes.

5. Las Entidades podrán confeccionar folletos parciales que
recojan de forma íntegra y textual todos los conceptos del folleto
general que sean de aplicación a una o varias operaciones de uso
común de la clientela.

Esos  folletos  mencionarán  expresamente  su  condición  de
parciales.  Los  folletos  parciales  deberán  remitirse  al  Banco  de
España para su comprobación conforme a lo dispuesto en el apartado
precedente.

6. Cada vez que se produzcan modificaciones o actualizaciones
del folleto, la Entidad remitirá al Banco de España la página o
páginas  modificadas  siendo  de  aplicación  el  procedimiento  de
comprobación dispuesto en el apartado 4.

7. El folleto, y en su caso los folletos parciales en lo que
les  afecten,  incluirán  asimismo  las  reglas  de  valoración  y
liquidación que aplique la Entidad.

8.  A  efectos  de  la  aplicación  de  comisiones  al  cobro  de
documentos en cartera, se entenderá por domiciliación bancaria la
indicación de que su pago se ha de hacer con cargo a una cuenta
abierta  en  una  Entidad  de  Depósito.  Para  ello  se  estará  a  lo
dispuesto  en  la  Ley  19/1985,  cambiaria  y  del  cheque,  sobre
domiciliación  de  letras  de  cambio,  que,  a  los  efectos  de  esta
Circular, será aplicable a cualquier documento de cobro. ".

En aplicación de las citadas normas, se hace imprescindible,
para considerar debida la comisión litigiosa, no sólo que la misma
haya sido prevista  en el contrato, sino que la misma goce de
reciprocidad, esto es, que contra el pago de la misma el cliente
reciba un servicio (" efectivamente prestado o gasto habido " dice
la  normativa  bancaria  referida).  En  el  caso  que  nos  ocupa,  no
consta que la demandada  haya tenido gasto alguno motivado por la
situación de descubierto o por posiciones deudoras derivado del uso
de la tarjeta, ni que, como consecuencia de tales circunstancias,
haya realizado alguna gestión o servicio

Como consecuencia de lo expuesto, procede la expulsión el
contrato  de   las  cláusulas  que  no  superan  el  control  de
incorporación y transparencia, así como las declaradas nulas por
abusivas, con la condena a la restitución que solicita la parte
actora  respecto  de  los  intereses  remuneratorios  y  comisiones  de
impagados abonados por la actora 

 CUARTO.-  En  materia  de  costas,  encontrándonos  ante  una
estimación íntegra de la demanda, procede hacer imposición de las



costas a la parte demandada ex art. 394 de la LEC  

Vistos  los  preceptos  legales  citados  y  demás  de  general  y
pertinente aplicación

FALLO

QUE  ESTIMANDO la  demanda  interpuesta  por    
   representado por el Procurador Sr ,

contra TTI FINANCE SARL,  DECLARO: 

A)  LA  NULIDAD POR FALTA DE TRANSPARENCIA DE LA CLÁUSULA DE
FIJACIÓN  DE  INTERÉS  REMUNERATORIO  Y  COMPOSICIÓN  DE  PAGOS  DEL
CONTRATO. 

B) LA  NULIDAD POR  ABUSIVIDAD DE  LA CLÁUSULA DE  VARIACIÓN
UNILATERAL DE CONDICIONES DEL CONTRATO y de COMISIÓN DE IMPAGO. 

Y CONDENO A LA DEMANDADA A: 
1)  LA  RESTITUCIÓN  DE  LOS  EFECTOS  DIMANANTES  DEL  CONTRATO

DECLARADO NULO O DE LAS CLÁUSULAS CUYA NULIDAD SE DECLARA, CON
DEVOLUCIÓN RECIPROCA DE TALES EFECTOS. 

2) PAGAR LOS INTERESES LEGALES Y PROCESALES. 

3) AL PAGO DE LAS COSTAS PROCESALES. 

PUBLICACIÓN.- Dada, leída y publicada fue la anterior sentencia
por  el/la  Sr/a.  Magistrado-Juez   que  la  dictó,  estando  el/la
mismo/a celebrando audiencia pública en el mismo día de la fecha,
de lo que yo, el/la Letrado A. Justicia doy fe, en  GANDIA , a
diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve .

 




